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1. VISTOS  

Procede la Sala a pronunciar la decisión de fondo correspondiente a la ACCIÓN DE REVISIÓN que por intermedio de apoderado judicial, impetró la señora MARÍA STELLA SUÁREZ DE GUTIÉRREZ, con miras a desquiciar el fallo condenatorio proferido en su contra por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad el día veintitrés (23) de septiembre de dos mil cuatro (2004).

2.- SENTENCIA OBJETADA 
Con ocasión del escrito de denuncia presentado ante la Oficina de Asignaciones de la Fiscalía el veinticuatro (24) de diciembre de dos mil dos (2002), por parte de la Jefe del Grupo Unidad Penal de la Administración Local de Impuestos y Aduanas Nacionales de Pereira, se inició investigación de índole penal que concluyó con la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, por medio de la cual se condenó a la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ a treinta y seis (36) meses de prisión y multa por valor de setecientos veintidós mil pesos ($722.000), al comprobarse que no había consignado la suma de trescientos sesenta y un mil ($361.000) que había declarado como correspondiente a impuesto a las ventas por un período del año dos mil dos (2002).

3.- SOLICITUD DE REVISIÓN
La acción de revisión se instauró con fundamento en lo dispuesto en la Ley 600 de 2000, en su artículo 220 numeral 3: Cuando después de la sentencia condenatoria aparezcan hechos nuevos o surjan pruebas, no conocidas al tiempo de los debates, que establezcan inocencia del condenado o su inimputabilidad.

Planteó el profesional del derecho que representa los intereses de la actora, que el delito contemplado en el artículo 402 del C. P. (Omisión de Agente retenedor o recaudador) exige un sujeto activo calificado, toda vez que lo puede cometer solamente el ciudadano que tenga el deber legal de retener o recaudar sumas correspondientes al gravamen de retención en la fuente o al impuesto sobre las ventas. Como tal obligación no está consagrada en los cánones legales y es necesario remitirse al Estatuto Tributario y disposiciones complementarias, es por tanto, un tipo penal en blanco.

Explicó que la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ se inscribió en el Registro Único Tributario –RUT- el tres (3) de junio de mil novecientos noventa y dos (1992), como perteneciente al régimen simplificado de ventas, pero que de manera oficiosa fue reclasificada en el régimen común por medio de la resolución No. 00866 del veintiséis (26) de enero de dos mil (2000), con lo cual adquirió el deber legal de presentar bimestralmente la declaración del impuesto sobre las ventas, obligación que desatendió en el segundo bimestre del año dos mil dos (2002), cuando dejó de pagar los trescientos sesenta y un mil ($361.000) pesos, razón de ser de la denuncia penal presentada por la DIAN.

Aduce que el proceso penal adelantado, se condujo de espaldas a su cliente, porque jamás se hicieron esfuerzos por notificarla; y de manera casual, se enteró de la sentencia en su contra, lo que la obligó a acudir a la DIAN a fin de aclarar su situación, logrando que tal entidad profiriera la Resolución No. 000481 del dieciocho (18) de marzo de dos mil cinco (2005), a través de la cual se aceptó no sólo la violación de la ley, sino también, el daño causado a su poderdante a raíz de la negligencia de quien efectuó la reclasificación objetada. En tal acto administrativo, se decidió revocar la resolución No. 00866 del veintiséis (26) de enero de dos mil (2000) que reclasificó a la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ MARÍA STELLA del régimen simplificado al común, con efectos ex tunc; y, reubicar a la contribuyente en el régimen simplificado del impuesto sobre las ventas.

Señala que precisamente en virtud de la resolución No. 000481, desapareció con efectos retroactivos, el deber de su representada de declarar el impuesto sobre las ventas y también se esfuma la calidad de agente retenedora o recaudadora que en su momento ostentó la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ como consecuencia de la vía de hecho estatal que fuera subsanada de manera oficiosa.

Por tanto, la resolución de la DIAN No. 00481 del dieciocho (18) de marzo de dos mil cinco (2005) es una evidencia que no existía ni se conoció durante el trámite del proceso penal adelantado, tiene carácter de documento público y prueba que su prohijada jamás tuvo el deber de declarar el impuesto sobre las ventas y por ende, nunca ostentó la calidad personal necesaria para ser sujeto pasivo de la conducta punible de omisión de agente retenedor o recaudador.

Si tal prueba documental hubiera aparecido en la foliatura al momento del fallo, la actora habría obtenido una sentencia absolutoria, con lo cual considera que se configura la causal tercera de procedencia de la acción de revisión consagrada en el C. P. P. vigente para la época.

4.- PRUEBAS PRACTICADAS 
4.1.- TESTIMONIALES

4.1.1. LUIS VICENTE MORA REBOLLEDO, Abogado, Coordinador del Grupo de la Unidad Penal de la División Jurídica de la Dirección de Impuestos de la ciudad de Pereira. Dijo que tenía conocimiento que por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad se había proferido sentencia condenatoria contra la actora, mientras en la División Jurídica se proyectaba y notificaba la resolución de revocatoria directa, por la cual se reclasificaba a la señora MARÍA STELLA SUÁREZ en el Régimen Simplificado y señalaba que sus efectos eran ex tunc, es decir, retrotraía todos los hechos a su punto inicial, entre ellos, que no produjera efectos jurídicos la declaración de ventas.

4.1.2. MARTHA LUCELLA ROMERO PULIDO, Contadora Pública, Jefe de la División de Cobranzas de la DIAN. Manifestó que seguía haciendo efectivo el título ejecutivo (Art. 828 del Estatuto Tributario) en contra de la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ, habida cuenta que en la declaración presentada constaba que obtuvo unos ingresos brutos por operaciones grabadas de $3.112.000, los cuales originaron un impuesto a cargo por concepto de IVA de $500.000, que finalmente arrojó un valor a pagar de $361.000, los cuales no había cancelado. No comparte la posición, según la cual por los efectos ex tunc de la resolución que declaró de manera oficiosa la revocatoria directa de la decisión que reclasificó a la contribuyente en el régimen común, no deba efectuarse el pago de la suma de dinero reportada y pendiente de pago, ya que dentro del régimen común presentó varias declaraciones cuyas sumas a cargo en efecto canceló.
4.1.3. ROSALBA GARCÍA MEJÍA, Abogada especializada en legislación tributaria, quien se desempeña como Jefe de la División Jurídica de la DIAN en esta ciudad. Refiere que de manera oficiosa de procedió a reclasificar a quienes figuraban en el régimen simplificado, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 502-2 del Estatuto Tributario, norma que al ser demandada fue declarada exequible condicionalmente, en el entendido que debía verificarse el cumplimiento de los requisitos señalados para pertenecer al régimen común. Como producto de ello, se interpusieron gran número de tutelas y acciones de nulidad y restablecimiento del derecho que prosperaron en un 99 % por no tenerse en cuenta los elementos condicionados por el fallo de constitucionalidad. Respecto al caso de la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ considera que la sentencia, en su momento, estuvo ajustada a derecho, empero al enterarse del mismo, solicitó al señor Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que se abstuviera de darle aplicación ya que la decisión que la obligaba a facturar, cobrar, declarar y pagar el IVA, había sido revocada. Además, envió oficio a la División de Cobranzas, solicitando se levantaran las medidas cautelares e informando que no había lugar a cobro, así como solicitud a la Jefatura de Fiscalización para que se sacaran de la vida jurídica las declaraciones privadas presentadas por la señora SUÁREZ.

4.1.4. LUZ MARINA ORTEGA MÁRQUEZ, Abogada especializada en política y legislación tributaria, Administradora Local de Impuestos y Aduanas de Pereira. Menciona que profirió la resolución que revocó de manera oficiosa el acto administrativo de reclasificación proferido en el año dos mil (2000), por cuanto la señora MARÍA STELLA no había recibido la respectiva resolución y por tanto, no se cumplieron los requisitos exigidos por la ley para reclasificarla del régimen simplificado al común. Sostiene que en virtud de los efectos ex tunc de la revocatoria, las cosas deberían volver a su estado inicial y por ende, la señora MARÍA STELLA no debía presentar declaraciones bimensuales del impuesto a las ventas, dado que es un requerimiento para quienes están en el régimen común. Sobre el proceso de cobro coactivo iniciado por la DIAN, respecto de los dineros por los cuales se instaurara la demanda, expresó que la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ tenía derecho a que se cancelara. Sobre la posición de la Jefatura de Cobranzas, acotó que existían conceptos de la Oficina Jurídica, los cuales eran de obligatorio cumplimiento y que así se lo haría saber a tal dependencia que se basaba solamente en una consulta, con efectos internos diferentes a los que tiene el concepto.

4. 2. DOCUMENTALES 

- Fotocopia auténtica de la Resolución No. 000481 expedida por la señora Administradora de Impuestos y Aduanas Nacionales de Pereira, fechada el dieciocho (18) de marzo de dos mil cinco (2005) (Fl 53 y ss)

- Oficio procedente de la Jefatura de la División de Recaudación de la DIAN en Pereira, del veinte (20) de junio de dos mil cinco (2005), donde se manifiesta que la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ tiene deudas pendientes en IVA por el año gravable de 2002 período 2. (Fl. 40)

- Fotocopia simple de respuesta a la consulta realizada por correo electrónico por la Jefe de la División Cobranzas de la DIAN en Pereira. (Fl. 65)

- Fotocopia simple del concepto 083323 del treinta (30) de diciembre de dos mil dos (2002) de la Unidad de Informática de Doctrina de la DIAN. (Fl. 70)

- Oficio No. 84-16-001-349 del catorce (14) de octubre de dos mil cinco (2005) signado por la señora Administradora Local de Impuestos y Aduanas de Pereira, mediante el cual informa que se iniciaron las gestiones tendientes a darle aplicación al artículo 594-2 del Estatuto Tributario, en relación con la ausencia de efectos legales de la declaración sobre la cual se fundamentó el proceso de responsabilidad penal.

5.- ALEGATOS DE LAS PARTES

5.1. La Dirección Local de la DIAN.

Señala que las actuaciones de orden tributario parten del principio universal denominado Espíritu de Justicia, establecido en el artículo 683 del Estatuto Tributario y que fue base para que también mediante la aplicación del postulado que indica que la verdad real debe predominar sobre la real, esa Administración ajustó en derecho sus actuaciones. Para ello, en la División de Fiscalización se produjo auto de archivo del pasado veintiocho (28) de noviembre de dos mil cinco (2005) mediante el cual se tiene como no presentada la declaración del impuesto sobre las ventas del segundo (2º) semestre del año dos mil dos (2002). En consecuencia, se dispuso  que la División de Recaudación y Cobranzas la suprimiera de la cuente corriente para suspender definitivamente el cobro de la misma.

Destaca que la declaración privada origen del proceso adelantado, estuvo vigente temporalmente y fue causa del adelantamiento del procedimiento de cobro coactivo y de la instauración de la denuncia que condujo a la sentencia condenatoria emitida. La Administración Tributaria partió del principio de la buena fe consagrado en la Constitución Política, así como de la presunción de legalidad contenida en el artículo 746 del Estatuto Tributario, al estimar como ciertos los hechos consignados por los contribuyentes o responsables.

Con su memorial, adjuntó copias del auto de archivo mencionado, de la notificación del mismo que se hiciera a la señora MARÍA STELLA SUÀREZ DE GUTIÉRREZ el pasado primero (1º) de diciembre de dos mil cinco (2005) y del oficio dirigido a la Jefatura de la División de Cobranzas.

5.2. El Apoderado de la Actora

El profesional del Derecho que representa en este trámite los intereses de la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ vuelve sobre la resolución proferida el dieciocho (18) de marzo de dos mil cinco (2005) que dejó sin efectos jurídicos la reclasificación de que fuera objeto su cliente, acto administrativo que fuera enviada al Juzgado 4º Penal del Circuito. De tal acto administrativo, advierte que se trata de un documento público que goza de tres presunciones: legalidad, ejecutividad y autenticidad. Al no haberse presentado tacha sobre tal resolución, debe apreciarse como auténtica, confiriéndole fuerza vinculante y darle el valor probatorio que conlleva.

Tal resolución es plena prueba de que no se respetó el derecho de defensa y contradicción en el procedimiento por el cual se le reclasificó del régimen simplificado al común, con lo cual se configuró una verdadera vía de hecho, que fue corregida con la revocatoria de tal decisión, a la cual se le confirió efectos ex tunt .

Se ocupa enseguida de la prueba de índole testimonial recogida, en particular la suministrada por la Jefe de la División Cobranzas, quien considera que la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ todavía figura como deudora fiscal. Expresa que si la funcionaria no está de acuerdo con el contenido de la resolución que revocó la reclasificación  está plenamente facultada para demandar la nulidad de tal acto administrativo, lo que a la fecha no había ocurrido. Dice que de todas maneras, la declarante aceptó que no se habría presentado omisión de las obligaciones tributarias presuntamente a cargo de la procesada, con lo cual se evidenciaba la imposibilidad jurídica de imputarle la conducta punible por la cual se le juzgó.

Destaca también la posición favorable a los intereses de la demanda, que asumieron la Jefe de la División Jurídica y la Directora Local, quienes ratificaron lo decidido en la resolución de revocatoria directa. Esta última funcionaria, también reconoció la diferencia de criterios que se presentaba dentro de la Administración Local de Impuestos, que se solucionaba con la aplicación del concepto emitido por la División Jurídica. Así mismo, resalta el contenido del oficio del catorce (14) de octubre de este año en el que la Directora Local de Impuestos y Aduanas solicitó al Jefe de la División de Fiscalización de la DIAN, que diera iniciación al trámite dispuesto en el artículo 594.2 del Estatuto Tributario en busca de dejar sin efecto alguno la declaración que dio origen al proceso penal.

Considera que la resolución 000481 aunada a los demás elementos de prueba recaudados comprobaban que la procesada jamás tuvo legalmente la calidad de agente retenedor o recaudador exigida al sujeto activo de la conducta punible cuya autoría se le atribuyó en el fallo condenatorio materia de revisión a su poderdante. Por ello, reitera la solicitud inicial de ser declarado que se ha probado la causal tercera de revisión contenida en el artículo 220 de la Ley 600 de 2000 y por tanto, dejar sin valor la sentencia demandada, y declarar la cesación de procedimiento.  

6.- SE CONSIDERA

6.1. Asunto Previo

Como primera medida, debe quedar claro que se está atacando una sentencia ejecutoriada que no fue en ningún momento apelada ante esta Sala de Decisión, esto indica que está plenamente facultada la Corporación para desatar la revisión.

6.2. Problema Jurídico

Agotados los trámites consagrados en el Código de Procedimiento Penal, corresponde a la Sala analizar y confrontar, en lo pertinente, la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, con los nuevos medios probatorios que se han obtenido en el desarrollo del presente trámite, con miras a determinar si se presenta la causal esgrimida que permita revisar el fallo que ha hecho tránsito a cosa juzgada. 

6.3. Solución al debate planteado 

Debe decir la Sala ab initio que la acción de revisión es un mecanismo extraordinario que permite volver a analizar los elementos fácticos, jurisprudenciales y jurídicos que en su momento sirvieron de soporte para proferir un fallo con el cual se finiquitó una investigación originada en la posible comisión de una conducta punible. Es una excepción al principio res iudicata, pues constituye, ni más ni menos, una garantía procesal que permite corregir los yerros que en su momento se pudieron cometer al administrar justicia, o incluso, autoriza una solución diferente el problema planteado y decidido anteriormente, cuando por ejemplo, ha habido un cambio jurisprudencial que así lo consienta.

En el presente caso, la causal aludida, no se refiere a error judicial alguno o a un cambio en las reglas del juego, por decirlo de alguna manera. Se ha invocado con miras a desestabilizar el fallo condenatorio proferido, la posterior aparición de hechos nuevos que de haberse conocido al momento de proferirse la sentencia hubieran producido un efecto diferente en la suerte que corrió el proceso y por ende, quien soportó la acción penal desencadenada por el Estado. Estamos hablando de la causal tercera, cuyo estudio necesariamente debe acometer la colegiatura: “Cuando después de la sentencia condenatoria aparezcan hechos nuevos o surjan pruebas, no conocidas al tiempo de los debates, que establezcan la inocencia del condenado o su inimputabilidad”.

En ese orden de ideas, considera la Sala que está suficientemente probado que en su momento se configuraron los hechos que originaron la denuncia penal por parte de la DIAN: la presentación de la declaración privada de impuesto a las ventas que hiciera la señora MARÍA STELLA SUÁREZ DE GUTIÉRREZ, el catorce (14) de mayo de dos mil dos (2002), correspondiente al bimestre 02 de ese año (marzo y abril); dentro del cual se escribió claramente que por cuenta de la contribuyente quedaba un saldo a pagar por concepto del bimestre -renglón HA
- de $361.000.

Adelantada la respectiva investigación, se encontró certeza de la comisión de la conducta punible endilgada y de la responsabilidad de la procesada, toda vez que poco antes de celebrarse la audiencia pública (31 de agosto de 2004) se obtuvo respuesta por parte de la DIAN, fechada el nueve (9) de agosto de ese mismo año, en el sentido que la obligación fuente de la denuncia, continuaba insoluta (fl. 48). 

Como es natural, tal certitud necesariamente conducía al proferimiento de una sentencia condenatoria, como en efecto ocurrió.

En vista de la causal esgrimida para atacar el fallo condenatorio que ahora soporta la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ, debe virtualmente retrotraerse la actuación hasta el instante en que se iba a concluir, para determinar qué efecto habrían tenido sobre la falladora de instancia los elementos probatorios que aquí en este excepcional trámite se han obtenido.

Si hacemos el ejercicio mental de incorporar al expediente original la resolución 000481
 del dieciocho (18) de marzo de dos mil cinco (2005) que declaró la revocatoria de la orden de reclasificación, tendríamos que todavía no existiría una razón lo suficientemente poderosa y convincente que obligara a desestimar la fuerza de la prueba que hasta ese momento obraba en la foliatura. La sola resolución por sí misma no permitía clarificar la situación, en vista de que lo que en verdad estaba en juego era determinar si la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ al actuar como agente retenedor del Estado, había percibido dineros del público que obligatoriamente debía trasladar al Erario. 

Si bien es cierto, el acto administrativo al que estamos haciendo referencia declaró que la procesada nunca debió haber sido incluida entre las personas que tenían la obligación legal de recaudar el Impuesto sobre las ventas, en virtud del efecto ex tunt  que se le había dado a tal resolución; nada dijo sobre los dineros que ella dijo haber recibido a título de impuesto y sobre los cuales, por prohibición constitucional y legal no podía disponer y, por tanto, lo único viable era entregárselos a la Dirección Local de Impuestos y Aduanas Nacionales. Estamos hablando ni más ni menos que de los trescientos sesenta y un mil ($361.000) que la acusada admitió haber percibido durante el segundo bimestre de dos mil dos (2- 2002) -mediante la firma de la declaración de impuesto sin pago presentada- y además, afirmó quedar debiendo. 

En esas condiciones poco o nada habrían variado los elementos fácticos que habían sido considerados para emitir la condena a la que se ha hecho referencia.

Empero, si a la resolución así proferida, le sumamos los testimonios que aquí se recibieron, aparece un elemento nuevo que contribuye notablemente a ofrecer una solución diferente. En efecto, quedó establecido en el desarrollo de esta acción que en virtud del principio de reciprocidad, si una persona está obligada a cobrar a sus clientes el impuesto a las ventas pero por alguna razón no lo hace, ello no sería excusa para que dejara de reconocer tal dinero a la entidad encargada de su recolección, así tenga que recurrir a sus propias finanzas; y, en caso contrario, de haberlo recibido sin tener que hacerlo, no existe norma legal que la obligue a trasladar tales dineros al Estado.

Este panorama así considerado, podría parecer extraño a un entendimiento literal de la norma, porque probablemente tal comportamiento encuadraría dentro de un enriquecimiento sin causa, figura que no es aceptada por nuestro ordenamiento jurídico y produciría por un lado la facultad de quienes pagaron en exceso de pedir el reintegro u obligaría a quien recibió tales dineros a buscar a sus clientes para efectuar la correspondiente devolución. Sin embargo, corresponde advertir que la conducta punible que ahora nos ocupa, hace parte de los llamados tipos penales en blanco, pues no es una figura autónoma y exige al intérprete ubicarse en las disposiciones del intrincado Estatuto Tributario, bajo cuyas reglas debe operar. Precisamente, es deber remitirse al contenido del artículo 594-2 modificado por la Ley 223/95, que es del siguiente tenor: Las declaraciones tributarias presentadas por los no obligados a declarar no producirán efecto legal alguno.

Ahora sí, resulta innegable que al desaparecer la condición de perteneciente al régimen común de la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ y asumirse a manera de ficción legal que nunca estuvo matriculada dentro de tal categoría y, por tanto, no estar obligada a declarar, ninguna consecuencia legal se puede desprender de los actos que pudiera haber ejecutado desde tal situación.

Para reafirmar lo anterior, debemos mencionar el trámite que se ha adelantado en la propia DIAN, donde ya se ha ordenado el archivo de las diligencias que se adelantaban dentro del procedimiento de cobro coactivo y por demás, la cancelación del título ejecutivo por valor de $361.000 cuyo cobro se perseguía.

Por tanto, así aparentemente se haya producido una apropiación indebida de unos dineros recibidos de sus clientes, en virtud de la aplicación de la norma atrás transcrita del Estatuto Tributario que indudablemente produce unos efectos favorables en la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ, habida cuenta que no estaba obligada a declarar, no hay razón legal que permita predicar que ella ostente la calidad de agente retenedor o recaudador, en consecuencia, no es sujeto activo que pueda configurar la conducta punible descrita en el Código Penal, Libro Segundo, Título XV Delitos contra la Administración Pública, Capítulo Primero, artículo 402: “Omisión del agente retenedor o recaudador”.

Corresponde decir por tanto, que si la señora Juez del conocimiento, al momento de proferir su fallo, hubiese tenido ocasión de conocer esta nueva visión sobre el asunto, habría tenido que emitir un fallo de carácter absolutorio, por una falla insalvable en el proceso de adecuación típica, consistente, como se dijo, en no poseer la acusada la categoría de “agente retenedor o recaudador” requerida para la configuración de la conducta investigada.

Como se vio, la sentencia condenatoria fue fechada el vientres (23) de septiembre de dos mil cuatro y la resolución 00418, que dio iniciación a su desestabilización, fue proferida el día dieciocho (18) de marzo de este año; es decir, casi seis (5) meses después de haberse concluido el trámite penal. 

Del simple ejercicio de comparación de fechas, se desprende que los hechos que aquí se aportaron y analizaron, constituyen verdaderos hechos nuevos no conocidos cuando se profirió la sentencia de condena y que, en efecto, de ellos se desprende una consecuencia diversa de la que se dedujo en aquella ocasión.

6.4. Efectos de esta decisión 

Sirvan las anteriores elucubraciones para que la Sala concluya que en verdad, se ha configurado la causal tercera invocada y que la sentencia condenatoria proferida debe ser objeto de revisión.

A consecuencia de lo expuesto, se procederá a dejar sin valor el fallo condenatorio proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta capital, para en su reemplazo,  dictar una sentencia absolutoria a favor de la señora MARÍA STELLA SUÁREZ DE GUTIÉRREZ, dado que el tipo penal que le fue imputado no le resulta aplicable.
6.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA 
Primero: DECLARAR fundada la causal tercera de revisión invocada por el defensor de la señora MARÍA STELLA SUÁREZ DE GUTIÉRREZ.

Segundo: DEJAR SIN EFECTO la condena impuesta a la señora SUÁREZ DE GUTIÉRREZ, contenida en la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, el día veintitrés (23) de septiembre de dos mil cuatro (2004), mediante la cual se le condenó como autora penalmente responsable del delito de Omisión del agente retenedor o recaudador.

Tercero: SE ABSUELVE a la señora MARÍA STELLA SUÁREZ DE GUTIÉRREZ de los cargos por los cuales fuera acusada.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO                  

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario de la Sala           

� Cfr. Folio 10 del expediente penal


� Folio 53 de esta actuación
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